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INTRODUCCIÓN



Entre 1960 a 1980 ocurrieron 21 golpes militares en ocho países de Sudamérica. Con excepción de Colombia y Venezuela, los demás países tuvieron quiebres democráticos y en diferentes ocasiones, se dieron golpes a los golpistas (cuatro en Bolivia y uno en Paraguay). De los 10 países que compartían similitudes institucionales y sociopolíticas, en ocho casos, hubo golpes militares recurrentes y reiterados (Brasil, Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Bolivia, Ecuador y Perú) y en uno más, Venezuela, hubo varios conatos de golpes (en 1961, 1962 y dos veces en 1992). Aun hasta mediados de la década de 1990 resonaban en el subcontinente intentos de golpes militares y en algunos países, las Fuerzas Militares parecían dispuestas a tomarse el poder en situaciones críticas o de inestabilidad política. Más de tres décadas con el fantasma de los golpes militares rondando por el subcontinente.


Colombia fue una excepción. En este país las elecciones se sucedieron de forma regular, periódica e ininterrumpida, siempre existió más de un partido, se mantuvo la separación formal de poderes y hubo medios de comunicación y prensa libres (aunque con un alto grado de concentración). En términos de democracia electoral el país es un caso de persistencia de las elecciones en el largo plazo, sin gobiernos de facto. Aunque su democracia ha sido deficitaria en algunos de sus componentes centrales, como las restricciones a la competencia durante el régimen de coalición del Frente Nacional (1958-1974) y su prolongación hasta 1990; la persistencia de la violencia política (con su momento más álgido en el exterminio del partido Unión Patriótica desde mediados de la década de 1980 hasta comienzos de la década de 1990); la fragilidad del imperio de la ley; los altos niveles de impunidad; la permanencia del conflicto armado de larga duración; las extendidas prácticas clientelistas; y el recurrente fraude electoral, no hubo quiebres democráticos ni en los momentos de mayor inestabilidad política y tensión social.


¿Por qué la excepcionalidad de Colombia? ¿Por qué mientras en el resto del subcontinente se sucedían golpes militares y se instalaban dictaduras, en Colombia se mantenían los gobiernos civiles?


Este libro da respuesta a dos preguntas y lo hace a partir del análisis de los dos eventos de la historia reciente del país en los que la inestabilidad política y el deterioro institucional alcanzaron su mayor expresión: la toma del Palacio de Justicia por parte de una célula terrorista del grupo guerrillero M-19 en noviembre de 1985 y los nexos de la clase política con el narcotráfico que desembocó en el escándalo del “Proceso 8000” entre los años 1994 a1997. Ni en los momentos que parecían más propicios para que las Fuerzas Militares asumieran el control del poder político hubo golpes militares en el país o intentos de golpes.


Se trata de un estudio de caso en perspectiva comparada. El análisis parte del reconocimiento de que en la ciencia política hay una tensión respecto a la naturaleza de sus esquemas analíticos: ante la variedad y complejidad de los eventos, se puede renunciar a la búsqueda de regularidades y a la formulación de teorías generales y aceptar que solo puede aspirar a conocer casos específicos que no son susceptibles de cobijar bajo una explicación globalizante; o se puede asumir que sí es posible plantear perspectivas teóricas que cobijan todos los casos en los que el fenómeno está presente y, en consecuencia, hacer enuncias generales.


Frente a esta tensión, el libro opta por la segunda opción, aclarando que: a) las generalizaciones que se hacen en ciencia política son contextualizadas, están limitadas por el cumplimiento de ciertas condiciones espaciales, temporales y socio-políticas y corresponden a teorías de alcance medio; b) la variable dependiente es el resultado, y cuando están presentes en todos los casos ciertas variables independientes, estas se consideran explicativas; c) las explicaciones en ciencia política no son deterministas, no son similares a las explicaciones de las ciencias naturales. En esta se aplica la indeterminación causal, lo que significa que se pueden individualizar solo causas que sean condiciones necesarias o contribuyentes para que ocurra el hecho, pero ninguna condición individual es suficiente. Esto significa que dadas las causas X, Y, Z es probable que consiga el efecto E, es decir, son factores contribuyentes que se asocian con la ocurrencia del fenómeno.


En este análisis comparado se adopta la estrategia del Sistema de Máxima Similitud: se escogieron 10 países de Sudamérica que presentan rasgos similares en sus estructuras institucionales, sociopolíticas y socioeconómicas. De estos, ocho países comparten los mismos factores contribuyentes o explicativos de la presencia de golpes militares: deterioro institucional e inestabilidad sociopolítica de alta intensidad, (D); la disposición y motivación de los militares a intervenir en la esfera política (M), la disposición de Estados Unidos para apoyar o incluso propiciar golpes de Estado en el contexto de la Guerra Fría (EU), y todos tienen la presencia del mismo fenómeno, Golpes Militares (GM).


Mientras que en 2 casos, Venezuela y Colombia, que comparten los mismos rasgos de los demás países, no presentan golpes militares (gm en minúsculas indican ausencia), porque varían los factores explicativos: en Colombia están presentes D y EU, pero M no (es decir, es m), esta presentó una condición excepcional, hubo acuerdos estratégicos entre civiles y militares con una militarización extendida en la sociedad, pero sin acceso al poder político, reservado por los civiles, y en Venezuela no están presentes D ni M (se expresan como d y m), la inestabilidad sociopolítica e institucional no tuvo una alta intensidad por cuanto hubo mayor consenso entre las élites y una reintegración social de sectores de izquierda moderada y que se integró a los militares en las esferas de toma de decisiones. Estos dos son casos son negativos en el conjunto y ayudan a validar el esquema analítico, por cuanto la ausencia de uno de los dos factores contribuyentes hace que el resultado (presente en todos los otros casos) no se produzca, mientras en los otros casos sí.


En el caso concreto de Colombia, los enunciados que guían los argumentos de cada uno de los dos eventos significativos analizados son los siguientes:




E1: En el gobierno de Belisario Betancur Cuartas (1982-1986) la situación crítica de la toma del Palacio de Justicia (noviembre de 1985) no condujo a un golpe militar (gm, ausencia), aunque la tensión e inestabilidad política fue de alta intensidad (D), las Fuerzas Militares no estaban dispuestas ni motivadas a tomarse el poder, pues mediado un acuerdo estratégico entre civiles y militares que se expresaba en la alta militarización de la sociedad, sin militarización del poder político (m); Estados Unidos seguía manteniendo el respaldo a dictaduras y a eventuales golpes militares en la región (EU).


E2: En el gobierno de Ernesto Samper Pizano (1994-1998) la situación crítica del “Proceso 8000” no condujo a un golpe militar (gm) aunque había una gran inestabilidad política y una severa crisis institucional (D), las Fuerzas Militares no estaban dispuestas ni motivadas a tomarse el poder dado que mantenían su estatus e importantes prerrogativas y había pocos incentivos para hacerlo, además de la negativa de Estados Unidos para apoyar golpes de Estado. De tal manera, desde finales de la década anterior se había dado un giro en su política hacia América Latina que promovía la democracia (eu). En este caso, Estados Unidos actuó estratégicamente y obtuvo ventaja ante la debilidad del Gobierno colombiano, ejerció su diplomacia coercitiva para forzar decisiones acordes con sus pretensiones e intereses en el combate contra el narcotráfico. El presidente Ernesto Samper también actuó de forma estratégica y estableció una lógica defensiva de intercambios con los congresistas, las Fuerzas Armadas y con los Estados Unidos, que le permitió terminar su periodo de Gobierno.





Se analiza cada caso por separado, a la luz de la matriz explicativa. El estudio está soportado en una amplia variedad de fuentes que incluye la bibliografía especializada y su revisión crítica, una extensa revisión hemerográfica, testimonios, documentos oficiales, sentencias de las Altas Cortes, fallos judiciales de la Procuraduría General de la Nación y de la Gaceta del Congreso.


El libro consta de tres capítulos. El primero presenta el marco de análisis que permite ubicar a Colombia en una perspectiva comparada, en este se consideran diversos enfoques que explican los golpes militares en Sudamérica y se formula un esquema explicativo multivariado a partir de dos matrices de ausencia/presencia de variables independientes (D, M y EU) y la variable dependiente (GM). El segundo analiza el primer evento, la toma del Palacio de Justicia en noviembre de 1985 durante el gobierno de Belisario Betancur, contextualiza dicho gobierno y describe la situación de inestabilidad política y el deterioro institucional de alta intensidad, así como la forma como terminó este evento crítico. En un escenario complejo, el centro de interés apunta al cuestionamiento del por qué no hubo un golpe militar y un desplazamiento del poder de los civiles por parte de los militares. El tercer capítulo analiza la crisis del “Proceso 8000” generada por la financiación de la campaña presidencial de Ernesto Samper Pizano por parte de la Organización de Trafico de Drogas (OTD) de Cali y por qué en tan grave situación, no hubo un golpe militar cuando en apariencia estaban dadas todas las condiciones para que así sucediera. Al final se plantea una síntesis y se esbozan algunas conclusiones.





CAPÍTULO I



POLÍTICOS, MILITARES Y QUIEBRES DEMOCRÁTICOS


 



UN MARCO DE ANÁLISIS EN PERSPECTIVA COMPARADA



Entre las décadas de 1960 a 1980 fueron frecuentes los golpes militares en Sudamérica y hasta mediados de los años noventa hubo conatos de golpes y los llamados “ruidos de sables” fueron frecuentes. A mediados de la década de 1960 gobernaban militares en la mitad de los 10 países del subcontinente, en 1976 había dictaduras en 8 de los 10 países. Solo Colombia y Venezuela mantenían gobiernos civiles.


¿Por qué se daban golpes militares en el subcontinente? Este capítulo se ocupa de esta pregunta y propone un esquema explicativo de los quiebres democráticos en la mayoría de los países del subcontinente y también de su ausencia en los dos países donde no se presentaron. Parte de una revisión crítica de los diferentes enfoques que han intentado explicar los golpes militares en la región desde la década de 1970, sus alcances y limitaciones. Luego retoma algunos de los aportes más relevantes de los estudios precedentes y construye un enfoque de análisis multivariado. En su formulación subyace la premisa que en ciencia política es posible establecer enunciados generales contextualizados, es decir, que a partir de ciertas condiciones se puede enunciar de forma razonable un esquema explicativo con base en condiciones contribuyentes, esto es, factores que están asociados a la presencia del evento analizado, aunque sin determinar cuantitativamente el peso de cada uno de ellos. Se trata de condiciones necesarias, ninguna de estas tiene el carácter de condición suficiente: los golpes militares no se pueden explicar a partir de un factor determinante, es la conjugación de una serie de condiciones la que los produce.


Se recurre al Análisis Comparativo Cualitativo (ACC) y dentro de este, la descripción sistemática y la relación entre variables se plantea mediante una tabla de presencia y ausencia de los factores relacionados con los golpes militares en las décadas 1960 a 1980. Los países de Sudamérica presentan rasgos generales similares en sus estructuras institucionales, sociopolíticas y socioeconómicas y comparten las condiciones explicativas clave, de igual forma que comparten el resultado. Los golpes militares son el producto de la presencia de los factores explicativos en 8 casos, en dos casos (negativos) su ausencia o variación derivó en la persistencia de los gobiernos civiles. Por extensión, en la década de 1990 los cambios en las condiciones contribuyentes confluyeron en la ausencia de quiebres democráticos en todos los países, así como el fracaso de los conatos de golpes.


A la par con el esquema analítico se presentan las especificidades del caso colombiano, la ausencia de gobiernos militares como uno de los rasgos centrales de su democracia.



¿POR QUÉ SE DAN GOLPES MILITARES EN SUDAMÉRICA?



Los golpes militares en América Latina han sido objeto de diversas descripciones, análisis e intentos de explicación desde finales de la década de 1960. Un estado de la cuestión sobre los acontecidos entre 1960 a 1980, permite diferenciar al menos cuatro maneras de explicar la presencia golpista de los militares en el subcontinente.


Un enfoque de carácter instrumental considera la institución militar como un medio al servicio de otros actores, sean países (imperialistas), grupos sociales (dominantes) o grupos de poder (oligarquías). Diversas versiones marxistas asumen que los golpes militares se llevaron a cabo porque las Fuerzas Armadas estaban al servicio del imperialismo, eran instrumentos de aplicación de la Doctrina de la Seguridad Nacional y los ejércitos eran definidos como agentes programados por Washington que actuaban como “apéndices del Pentágono”. En una de sus versiones se considera que los golpes abrieron una nueva época a partir de la cual hizo entrada una estrategia de integración militar de carácter internacional orientada a erradicar de la región cualquier expresión política insurgente y/o de izquierdas revolucionarias.


Se argumenta que “los golpes militares se dieron para frenar la revolución en ciernes”1; para detener el avance insurgente o revolucionario y para proteger a terceros, específicamente a las élites económicas y sociales o a fracciones de estas, no para asumir la conducción política, como ocurrió con el colonialismo europeo2; o también que fueron la expresión de la pugna Este-Oeste de los dos grandes bloques económicos e ideológicos que se enfrentaban en el planeta. Asimismo, se considera que




la doctrina de la seguridad nacional, el enemigo interno, la lucha antisubversiva, la noción de guerra total, de guerra de baja intensidad y las acciones encubiertas urden una trama donde el imperialismo y el complejo industrial militar de los Estados Unidos tienen un lugar de excepción3.





También se asume que los golpes militares se dieron para relanzar en el respectivo país procesos de acumulación de capital trasnacional y las instauraciones de los regímenes autoritarios por los ejércitos corresponden a las necesidades del capitalismo mundial y a la nueva división internacional del trabajo4.


Una versión más determinista asigna a la intervención militar un carácter clasista, según el cual las fuerzas armadas latinoamericanas actuaban como el “brazo armado” de hacendados, o de la burguesía si se daba el caso en el que los aparatos de dominación del Estado no pudieran sostener la prevalencia de las clases dominantes a través de mecanismos normales y legales. Los militares asumían el poder, como una forma de delegación temporal concedida por las élites civiles. En algunos casos los líderes golpistas eran civiles que alentaban a los militares a tomarse el poder o que toleraban los golpes o, incluso, hacían parte de gobiernos cívico-militares. Los militares estarían a la orden de las clases dominantes y de sectores con poder que recurrían a ellos ante cualquier indicio de crisis social, por el incremento de las protestas y de los movimientos sociales, o por amenazas sus intereses económicos, los militares entran en juego para “mitigar las tensiones”5.


A esta perspectiva instrumentalista se le han formulado diversas críticas. Como lo expresa Ismael Crespo, la clara influencia de Estados Unidos en la política doméstica de la región y la difusión de la Doctrina de la Seguridad Nacional dentro de las Fuerzas Armadas latinoamericanas y el apoyo de diversos sectores de las élites político-económicas a las intervenciones militares, le dan cierto crédito a este tipo de explicaciones. No obstante, además de su reduccionismo, con cierto tono de “complot” imperialista-militar, este enfoque no puede explicar por qué en algunos países, dadas las mismas condiciones objetivas y necesarias, la intervención armada no tuvo lugar y, si lo tuvo, no implementó ni desarrolló las políticas que correspondían con la orientación de la Doctrina de la Seguridad Nacional ni, en muchos casos, satisfizo los intereses de los sectores sociales que habían apoyado dicha intervención militar6. Como lo expresa Alain Touraine:




aunque la dominación americana se haya ejercido con demasiada frecuencia de la manera más directa mediante la ocupación militar, los dictadores no solo fueron instrumentos al servicio del colonialismo americano, muy a menudo se dieron un tono, sino populista, al menos plebeyo y encontraron apoyo en las categorías populares y en unas fuerzas políticas que hablaban en nombre suyo, como el Partido Comunista7.





Asimismo, se considera que este énfasis en factores contextuales o estructurales, como las relaciones de clase y la dependencia externa, tiene importancia para explicar las condiciones de la injerencia política militar, pero no toma en cuenta la dimensión intra-institucional de los militares, no presta suficiente atención al proceso de preparación, a la manera de actuar y a las estrategias de salida negociadas de las dictaduras entre 1960 a1980. De igual manera, se considera que al ser formados en Estados Unidos, la conducta de los oficiales de todos los ejércitos latinoamericanos ha sido disímil y divergente en los distintos países, no en todas partes asumieron el papel de contención de la subversión a través de golpes militares. Además, al interior de las Fuerzas Militares que estaban en el poder, existieron diferencias y tendencias opuestas8.


Desde otro punto de vista, se considera que para comprender por qué se dieron golpes militares en el subcontinente se debe analizar la autopercepción de las Fuerzas Armadas latinoamericanas que se han considerado salvadoras y redentoras en momentos de crisis de la sociedad, ante peligros inminentes generados por fuerzas políticas subversivas que atentan contra el orden, la seguridad, la soberanía, y la democracia. Su actuación se ha orientado por esta convicción, los militares golpistas eran miembros socializados en una organización más o menos profesional que tenía sus propias necesidades e intereses que, para “salvar la democracia” optaban por suspenderla por un tiempo. Estas actuaciones ocurridas entre las décadas de 1960 a 1990 se dieron en el contexto de la Guerra Fría y del influjo de la Doctrina de la Seguridad Nacional, de la doctrina del enemigo interno, del orden hemisférico que había que defender de la mano y bajo la égida de Estados Unidos: se combina en esta perspectiva un elemento propio del primer enfoque (la influencia externa) con la variable de las convicciones de los militares (un factor interno)9. En esta dirección, hay quienes consideran que las Fuerzas Militares se auto percibían como actores políticos con capacidad para liderar los procesos de modernización socioeconómicos y políticos, tareas para las cuales no consideraban capacitadas a las élites políticas, o porque consideraban erradas las políticas de las élites civiles del momento10. En tal sentido, se consideraba que el significado real de las Fuerzas Armadas en América Latina consistía en su peso político, constituyéndose como “ejércitos políticos” que se auto asignaban roles y objetivos de “fuerza estabilizadora”, “árbitro supra social”, “institución protectora de la Constitución”, “vigilante del desarrollo nacional”11.


En esta perspectiva ya no se asocia a las Fuerzas Militares con las burguesías o con las élites civiles y políticas, ni se les considera como su “brazo armado”, tampoco como un instrumento del imperialismo. Se les asigna un peso específico, relacionado con la autonomía y la convicción ideológica al definirse como la fuerza salvadora de las crisis que los civiles no pueden o no estaban en capacidad de resolver. Se considera que, aunque hubo avances en los procesos de profesionalización los militares no asumieron la subordinación al poder civil y consideraron que, si hacía falta, estaban dispuestos a intervenir y asumir la conducción política. Esta función “salvadora” la asumieron junto con ciertos sectores de las élites civiles que clamaban por su intervención para “enderezar el camino” de sus naciones conformando así “coaliciones golpistas” que estaban convencidas de ser las redentoras de sus respectivas patrias. Esta forma de asumir los golpes militares sigue siendo muy parcial, pero reconoce una variable importante: la disposición, las motivaciones y orientaciones hacia el poder de los militares, dispuestos a asumir la conducción política bajo ciertas circunstancias por iniciativa propia o por “llamados” desde ciertos sectores de la sociedad.


Hay también quienes explican las intervenciones militares y las rupturas de las democracias desde una perspectiva histórica de largo plazo. Asumen que los antecedentes históricos de reiteradas intervenciones y de acciones conspirativas entre las élites civiles y las Fuerzas Armadas influyen sobre la predisposición de la institución militar a intervenir de manera ilegítima en los asuntos políticos de la nación: la presencia militar en la política en América Latina es vista como una constante desde los inicios de la vida republicana en el siglo XIX. Los militares se han considerado como la única fuerza social capaz de ejercer autoridad en países sin élites civiles idóneas para cumplir las funciones de gobernar. El “vacío político” hace que los militares tengan que intervenir directamente en la esfera de la política y del gobierno12. Se plantea que “con periodos variables según los países, los militares se hicieron presentes en la vida política nacional cumpliendo un papel moderador en el momento en que las pugnas políticas-ideológicas de los civiles amenazaban la integridad de los estados nacionales”13. Se enfatiza en que no se debe olvidar la historia del continente.


Como lo señala Francisco Leal, no se debe olvidar que el proceso de formación de los estados nacionales en Suramérica durante el siglo XIX tuvo como común denominador la inestabilidad económica y la dificultad de integración social. Por esto, las instituciones militares fueron más fuertes que las demás instancias estatales y se autoproclamaron dinamizadoras de la economía e integradoras de la sociedad, así como constructoras de los estados: “los militares creían que tenían el derecho a ocupar un lugar preeminente en la sociedad por sentirse forjadores de la nación al llevar a feliz término las guerras de independencia”14. Esto se prolongó durante varias décadas y se llegó a plantear la tesis que lo militares eran el último recurso, como una especie de instancia salvadora en los momentos más críticos. Se asumió como algo normal la intervención de los militares en la política interna de los países en momentos de dificultades y de crisis.


Esta visión llama la atención para que no se desconozcan en el análisis las trayectorias nacionales y ciertas constantes históricas. No obstante, cae en otro determinismo, por el cual sería casi natural esperar que los militares asumieran el poder cuando hubiera el menor asomo de inestabilidad por ser ellos quienes estaban más organizados, tenían un espíritu de cuerpo y consideraban que eran aptos para dirigir las repúblicas que habían ayudado a construir. Pero, las experiencias en los países habían sido diversas15. Una vertiente de esta versión considera que los golpes militares son el resultado de los atributos “heredados” de las Fuerzas Armadas. Estas características son consideradas como una construcción histórica y una herencia de la tradición ibérica que se incorporó desde los inicios de la vida republicana y que se concretó en la forma de pensar y de actuar de las cúpulas militares, con actitudes tales como la verticalidad de sus posiciones, el autoritarismo, el paternalismo, el fuerte corporativismo y la cohesión interna. De sus características se deriva su orientación “natural” a intervenir y a tutelar a los poderes civiles, su débil profesionalismo y especialización. Por sus atributos sería connatural a los militares su propensión a intervenir en la política de una forma impositiva, desconociendo los poderes civiles y la institucionalidad democrática. Kees Koonings considera este enfoque contraevidente por cuanto en el continente se ha presentado una considerable variedad entre las distintas trayectorias nacionales, para lo cual la explicación del militarismo latinoamericano derivado de sus atributos heredados de la tradición, no es razonable. Si fuera válido habría dictaduras en todos los países, siempre y de manera continua16.


También se asociaron los golpes militares con el nivel de profesionalización de las Fuerzas Armadas. Desde las apreciaciones de Samuel Huntington relacionadas con la profesionalización militar, se suele asumir que la consolidación democrática se asocia con un mayor profesionalismo, una mayor especialización, organización, estabilidad, jerarquías y subordinación frente a las autoridades civiles y existe una relación inversamente proporcional entre profesionalismo y tendencia a intervenir en política, por ello en América Latina un menor nivel de profesionalización corresponde a una mayor propensión a la intervención y a los golpes militares17. Las críticas que se plantean hacia este enfoque radican en que, aunque las Fuerzas Militares sean profesionales, si son altamente influenciadas por Estados Unidos y por la Doctrina de la Seguridad Nacional tienden a ser intervencionistas. Asimismo, se critica el no considerar que hay un profesionalismo funcional, jerárquico y de modernización, pero que no es consustancial a la democracia, puede ser antidemocrático, incluso hay quienes señalan que la especialización profesional contribuye a aumentar la cohesión interna, la auto convicción de ser una institución suficientemente idónea para asumir tareas políticas y esto las motiva a dar golpes militares18.



PREGUNTAS, PRECAUCIONES Y UN ENFOQUE ANALÍTICO



Frente a las diversas visiones sobre la intervención de los militares, Mario Fernández Baeza formuló dos preguntas muy pertinentes: a) ¿Son todos los sistemas políticos latinoamericanos, entendidos como institucionalidad y experiencia histórica, susceptibles de ser interrumpidos o marcados por la intervención militar? y b) ¿Son las Fuerzas Armadas de América Latina intervencionistas per se, independientemente de los sistemas políticos en que actúan?19.


El autor considera que las respuestas a ambas preguntas son negativas. Aunque hubo momentos en que la mayoría de los países latinoamericanos estuvieron regidos por militares (especialmente entre1960 a1980), se han dado experiencias de sistemas políticos estables bajo mando civil y constitucional y en varios países del continente las Fuerzas Armadas no acostumbraban a intervenir en la política de manera directa, ni hubo golpes militares (como en Venezuela y Colombia, Costa Rica y México). Además, plantea que las intervenciones y los golpes militares en el subcontinente tienden a producirse en el momento en que coincide un determinado estado del sistema político y una determinada disposición de las Fuerzas Armadas que son propicias para la intervención militar: el deterioro institucional y la inestabilidad sociopolítica de alta intensidad, y la disposición de los militares a intervenir en la esfera política.


Se deben conjugar la inestabilidad o un alto nivel de conflictividad (protestas sociales, enfrentamientos, rupturas entre sectores de las élites, crisis económicas acentuadas e inconformidad creciente); el deterioro sociopolítico (en el sentido de falta de capacidad para responder a las presiones y demandas a las que es sometido el gobierno y la consecuente emergencia de inconformidad y contestación social) y, al mismo tiempo, el convencimiento de los militares de su papel en la sociedad, de su capacidad y rol político para intervenir en momentos críticos. Se considera que las motivaciones que expresan una mayor sensibilidad de las Fuerzas Armadas para intervenir, son las que están relacionadas con amenazas reales o potenciales a su estatus dentro del sistema político y social. Fernando Elche coincide con esta tesis y expresa que




por muchas oportunidades que haya para un golpe de Estado este sólo será posible si los actores con oportunidad para actuar cuentan con un sistema de evaluación que los lleve a reconocer dicha situación como una oportunidad, tienen un sistema de preferencias donde dicha opción es asumible, y cuentan con repertorios de acción y recursos movilizables. Por ello en la base de la decisión golpista hay un cálculo medios-fines20.





Alain Touraine también hizo un esbozo de una formulación teórica similar para explicar por qué en América Latina se daban golpes militares en este periodo. Consideraba, por una parte, que las rupturas en los regímenes democráticos se produjeron cuando se acentuaron las tendencias a la disociación entre crecimiento económico y demanda social. Cuando esto sucedió se dieron presiones desde abajo, las fuerzas populares se radicalizaron, aumentó la contestación social y las clases medias acomodadas vieron amenazadas sus conquistas y la oligarquía, sus privilegios. Los dirigentes rechazaron las demandas populares y/o revolucionarias en los países donde había más organización y tradición de las izquierdas, y dirigentes, élites civiles; y los militares asumieron la conducción política, por lo que emergieron gobiernos antipopulares. Asimismo, Touraine consideró que la voluntad y la organización de los militares entran en juego para que se efectuaran los golpes militares, pero solo cuando no existían fuerzas civiles suficientes para movilizarse y ejercer control político21. De nuevo: deterioro institucional e inestabilidad sociopolítica y la disposición y motivación de las Fuerzas Militares para asumir el poder se conjugan en la explicación.


De igual forma, Guillermo O’Donnell consideró que las acciones y presiones ejercidas por los sectores populares movilizados que exigían reivindicaciones sociales y económicas a las élites dominantes, fueron percibidas como una amenaza y se convirtieron en un detonante importante para la quiebra de la democracia en varios países de la región22. Esta línea de pensamiento se encuentra también en Pérez-Liñán y Mainwaring, quienes consideraron que si las situaciones de inestabilidad sociopolítica se expresan ante la presencia de actores radicalizados, la respuesta de otros actores políticos en el poder también se radicaliza, así




el nivel de radicalización y el poder de estos jugadores determina cuán amenazados se sienten otros actores arraigados en el sistema político por el establecimiento de la democracia política. Algunos actores poderosos están dispuestos a subvertir el régimen competitivo para proteger sus intereses en caso de un nivel elevado de radicalización, ya sea que esta se produzca en el gobierno o en la oposición23.





Estos autores piensan que también incide la preferencia normativa por la democracia de parte de los actores políticos centrales. Entre quienes se disputan el poder, la preferencia por la democracia se expresa cuando se reconoce la derrota electoral, en lugar del cuestionamiento del resultado adverso; o cuando los gobernantes aceptan la derrota en un debate legislativo sobre un asunto importante, en lugar de manipular las reglas del proceso legislativo para imponer su proyecto de ley. Por el contrario, se muestran contrarios a la democracia cuando cuestionan la validez de los procesos democráticos ante resultados desfavorables; afirman ser los únicos representantes del pueblo; cuestionan la legitimidad de toda oposición externa a algún movimiento mayoritario nacional; o acusan a los opositores pacíficos de ser enemigos del pueblo o del país. Por su parte los actores contestatarios son contrarios a la democracia cuando expresan ambivalencia acerca de ella o la cuestionan y la caracterizan como “burguesa” o “formal”, o “seudodemocracia”.


En esta línea de pensamiento, Alan Rouquié se pregunta ¿por qué los militares no están en el poder en todas partes, de la misma forma, al mismo tiempo en América Latina? Considera que el papel político de los ejércitos no es siempre el mismo en el tiempo ni en el espacio latinoamericano. Tampoco esto obedece a causas únicas o sencillas, por ello no cabe una explicación unívoca ni sincrónica de los militarismos. Alude, no obstante, a que los golpes militares se asocian a situaciones de caos político y social, de vacío del poder, o a las amenazas de todo tipo contra el orden sociopolítico. Amplía, además, el esquema analítico al incorporar la variable externa de la Doctrina de la Seguridad Nacional, que en el periodo de 1960 a1980, fue utilizada como un medio para producir un consenso al interior de las fuerzas militares y una supuesta amenaza interna (la insurgencia de inspiración marxista influenciada por la revolución cubana) se convirtió en un pretexto para darle una base a la intervención política del ejército. Ambos, militares y Estados Unidos, intentaban justificar que el propósito de las intervenciones militares no era sustituir la democracia, sino garantizarla hacia el futuro pues se asumía que estaba en peligro y había que intervenirla para preservarla.


Este esquema analítico incluye dos variables: por una parte, el deterioro institucional, situaciones de inestabilidad política y de conflicto social de alta intensidad, real o potencial (D), y por otra, las características específicas de las Fuerzas Militares, sus orientaciones, sus autopercepciones y sus motivaciones (M). Una de las preguntas centrales de Rouquié se refiere a ¿militares y civiles se enfrentan en la vida política como dos campos separados y hostiles, el segundo de los cuales defiende el progreso y las libertades que el primero tiene por única y perversa vocación pisotear? Su respuesta es un no, asume que puede ocurrir en algunos casos, pero en otros no, incluso puede resultar que se establezca una especie de acuerdo y complementariedad entre civiles y militares y estos últimos no constituyen un instrumento de los primeros, sino que actúan de forma conjunta con las élites civiles en una especie de división del trabajo para mantener un orden establecido. Incluso en situaciones críticas y de inestabilidad, las relaciones civiles-militares pueden ser complementarias y no de contradicción. Civiles y militares interactúan y mantienen una interdependencia táctica.


Desde esta línea de pensamiento se puede plantear un esquema analítico de los quiebres democráticos que incluye dos variables:


[image: image]


Figura 1. Esquema analítico de los quiebres democráticos.


Estas dos condiciones no se dieron en todos los casos en América Latina al mismo tiempo y en iguales circunstancias, pero su presencia conjunta está ligada a los golpes militares y al surgimiento de las “coaliciones golpistas”, a la combinación de fuerzas políticas que descansan bajo el establecimiento y a la consolidación de formas militaristas de gobierno autocrático. Esta perspectiva evita caer en la absoluta casuística y en la renuncia a buscar ciertas regularidades contextualizadas24. Aunque también cabe la precaución epistemológica opuesta: es necesario lograr la mayor diferenciación posible en la relación entre las variables que se privilegian y los países tomados como referencia, para no suponer que todos los casos se pueden explicar obviando ciertas especificidades sociopolíticas e históricas25. De igual forma que renunciar a una explicación nos conduce a desconocer la importancia de teoría, es claro que debe evitarse la “tentación globalizante” y, a partir de la separación analítica, hay que diferenciar subgrupos de países en los que se combinan las variables con sus particularidades.


Asumiendo estas advertencias, la variable D, el deterioro institucional y la inestabilidad sociopolítica de alta intensidad, se asocia con las tensiones y con las contradicciones importantes entre actores sociales y políticos con intereses y visiones diferentes sobre la sociedad, el gobierno, las políticas, la economía y el orden institucionalizado. Se trata de circunstancias en la que hay perturbaciones, alteraciones y protestas sociales y/o conflicto armado real o potencial que hacen que algunos actores sociales contestatarios que demandan respuestas, políticas y cambios de parte de los gobernantes y de las élites; sean concebidos como “enemigos de la nación” y del orden social. Se considera que la intensidad de la inestabilidad social es extrema o muy intensa cuando la confrontación entre actores sociales y políticos, o entre facciones partidistas y/o sectores de las élites políticas y económicas, derivan o pueden derivar es acciones violentas y requieren decisiones perentorias para intentar solucionarlas, a riesgo de que se escale un conflicto que conduzca a la desintegración de las instituciones de la democracia. En ciertas situaciones se asume que está en riesgo la integración social y/o está en duda la capacidad de los gobernantes para manejar las tensiones sociales con los instrumentos jurídicos y coercitivos normales. Esto se puede expresar en contradicciones y confrontaciones entre sectores de las élites que, en el extremo, conduce a que algunos sectores consideren la opción de “suspender” la democracia para delegar en las Fuerzas Militares la conducción política o para apoyarlas si por iniciativa propia deciden hacerlo.


Se trata de condiciones que producen debilidad o déficits de las democracias, problemas o limitaciones en sus componentes procedimentales como la limpieza de las elecciones, la neutralidad de la organización electoral o en su incapacidad de respuesta, las demandas y exigencias de la sociedad por bienes y servicios en condiciones de amplia desigualdad social y de pobreza, lo que se traduce en altos niveles de ingobernabilidad. Estas situaciones crean condiciones para que las Fuerzas Militares vean factible y/o consideren pertinente y hasta necesario un golpe militar. En algunos casos, los quiebres democráticos se dieron en medio de crisis agudas y crisis de alta intensidad, pero en otros, las crisis fueron relativamente menores y magnificadas por quienes querían justificar las salidas extrainstitucionales.


De tal forma, se presentaron diversas situaciones derivadas de los déficits democráticos y de las democracias precarias, del clientelismo y de la corrupción, de la poca capacidad de respuesta de los gobiernos a las demandas sociales y de los conflictos sociales, así como la dificultad de lograr consensos entre las élites en situaciones de alta polarización. Estas situaciones devinieron en la intervención de los militares que queriendo “salvar la democracia”, la interrumpieron. Las situaciones fueron diversas e incluyeron la falta de consenso en la aceptación de las reglas de juego y de los resultados de las elecciones, lo que condujo a que se dieran alianzas entre sectores de las élites civiles y las Fuerzas Militares (el caso de Perú en 1962)26. También hubo casos de conflictos inter-élites por manejo del Estado, por sus concepciones y orientaciones ideológicas en situaciones de ascenso de las movilizaciones y protestas sociales que condujeron a una alta polarización política sin espacios de búsqueda de acuerdos. En tales casos, algunos sectores de las élites invitaron, incitaron o se unieron a las Fuerzas Militares para dar un golpe y así “evitar el ascenso comunista” (como en Brasil en 1964 y en Chile en 1973)27. En otros casos las élites civiles recurrieron a los militares, o estos, por iniciativa propia, asumieron el poder en situaciones de movilizaciones y protestas sociales contendientes y recurrentes consideradas como desestabilizadoras (fuerzas populares organizadas radicalizadas que pueden ser percibidas como susceptibles de asumir el poder político o amenazar el orden establecido por el tipo de reivindicaciones que plantean). De la misma manera, los militares asumieron que los gobiernos no contaban con la capacidad para solucionar los problemas de orden público y las “amenazas” al estatu quo por políticos nacionalistas o progresistas.


En estos casos como los anteriores, en el momento en el que ocurrieron los golpes militares no existían movimientos guerrilleros o estaban en una fase embrionaria, aunque la izquierda política y social era fuerte y mantenía un proyecto antiimperialista bajo la convicción que contaban con el apoyo de la URSS, o de otros países socialistas y podían convertirse en fuerzas políticas y militares encaminadas hacia la toma del poder del Estado (como los casos de Argentina y Uruguay)28. También hubo situaciones de precariedad en la provisión de bienes y servicios por parte de las élites civiles divididas y/o con prácticas fraudulentas y de inmoralidad que crearon un entorno de un potencial conflicto. Se dieron golpes militares autodenominados progresistas y reformadores (como en Perú, Bolivia y Ecuador)29. En unos y otros casos, se puso en evidencia la debilidad y precariedad de las democracias sudamericanas como sistema político y su incapacidad para darle salida y resolver las distancias y la eventual polarización ideológica para responder a los conflictos sociales y políticos o responder a las expectativas y demandas de la mayoría de la población. Sin soluciones viables, no todos los actores políticos actuaron de forma leal con la democracia, en algunos casos la menospreciaron y la rechazaron o argumentaron la necesidad de “suspenderla” para reconstruirla o para “salvarla”.


Los sectores sociales dominantes que incentivan o apoyan a las Fuerzas Militares varían según las circunstancias y los países. No siempre son los mismos, en algunos casos son terratenientes o hacendados, en otros se trata de empresarios industriales o del transporte, quienes consideran que los militares son los redentores salvadores del orden establecido, por lo cual amerita “suspender” la democracia30. En contra de partidos, facciones y sectores sociales con proyectos de sociedad contrapuestos, los golpes militares se proponían terminar con los comportamientos colectivos que cuestionaban la naturalidad de las relaciones sociales capitalistas, o al menos, suponían un obstáculo para su “normal funcionamiento” tales como huelgas generales, indisciplina laboral, desobediencia a la autoridad en los lugares de trabajo; gobiernos reformistas y tibios con los transgresores del orden social (como en Chile y Brasil), impotentes e ineficaces en el gobierno (Argentina) o insuficientemente militarizados para contener las amenazas sociales (Uruguay)31.


Como se mencionó antes, las Fuerzas Militares, o sectores importantes dentro de estas, ven la oportunidad para actuar en ciertas coyunturas que consideran propicias, tienen un sistema de preferencias en el que dicha opción es ineludible y por su formación, tienen la convicción de estar obligados a “salvar” la democracia interrumpiéndola (en este caso imbuidos en la formación de la doctrina de la Seguridad Nacional y una concepción que los orientaba a actuar en función de evitar el supuesto avance insurgente comunista) y, además, cuentan con la organización, la logística, la coordinación y la cohesión interna que hace viable su irrupción y la toma del poder.


Esto último aspecto tiene que ver con la variable, M. se requiere que exista la disposición de los militares a intervenir en la esfera política y a asumir la conducción política desplazando a los gobernantes legítimos. Esta disposición incluye sus actitudes e ideología, su formación profesional y sus motivaciones que los inducen a intervenir para “salvar a la patria” del caos, del desorden, de las “amenazas del comunismo”: se trata de los ejércitos políticos que se convierten en dictadores militares, según la expresión de Dirk Kruijt32. Estas intervenciones transfieren, entonces, la lógica interna de la organización militar, el planeamiento estratégico y el control y comando jerárquico, a la política y a la administración pública. En este periodo el primer paso hacia la toma del poder surge de las evaluaciones tácticas de la situación en la coyuntura que llevan a sopesar el riesgo en que está la permanencia del orden social y del statu quo y la factibilidad de poder asumir el poder. Para que se de esta ruptura con el gobierno civil constitucional, los militares deben estar motivados, orientados y convencidos de su rol político para intervenir y considerar que constituyen la única salida viable para evitar un conflicto o el ascenso de fuerzas que consideran subversivas, antisociales, destructoras.


Durante esta época (desde la Guerra Fría hasta la década de 1980) fue muy similar la formación que recibieron los altos oficiales de los países latinoamericanos en centros militares extranjeros (especialmente en Estados Unidos, en la Army Caribbean School, rebautizada en 1962 como United States Army School of Americas) y en misiones militares extranjeras invitadas. En el contexto de la Guerra Fría, el propósito formativo para los oficiales y jefes de los ejércitos latinoamericanos se orientaba a cumplir funciones de política interna, especialmente anti insurgente, por ello, los militares no fueron neutrales. Debido a sus responsabilidades cívicas y nacionales, así como a la independencia de que gozaban sus oficiales, los nuevos ejércitos no fueron pasivos ni mantuvieron silencio en lo que se refería a la política. Aunque se había adelantado un proceso de profesionalización en las Fuerzas Militares, esto no garantizaba que fueran apolíticas ni que se mantuvieran al margen de las decisiones gubernamentales o asumieran su subordinación ante las élites civiles33.


En el anterior contexto se dio una rápida acción política de Estados Unidos sobre todos los países de América Latina con asistencia militar, apoyo logístico, armamento, formación de militares con base en la Doctrina de la Seguridad Nacional (entre 1950 y 1975 se formaron 71.651 militares latinoamericanos). Las Fuerzas Militares incrementaron su tamaño y su capacidad técnica y desarrollo organizacional, a la vez que consideraron, y así se dio en la mayoría de los países, que también podían asumir la conducción política si lo consideraban necesario34.


Asimismo, como lo planteó Alfred Stepan, el nuevo profesionalismo de las Fuerzas Armadas en el cono sur incluyó el aprendizaje de gobernar y el interés para responder a problemas de seguridad interior35. En términos de Samuel Fitch, la profesionalización de las Fuerzas Militares en América Latina no fue consustancial respecto de la democracia. El clásico profesionalismo supone normas de conducta especializadas, formación y capacidad técnica y estratégica, conocimiento especializado (experticia), jerarquías y complejidad organizativa, así como la subordinación individual y colectiva a los civiles, la no intervención en política y su neutralidad respecto a los políticos, los partidos, las elecciones y los gobiernos.


Se asume que las Fuerzas Militares profesionales están por encima de intereses y disputas políticas y sirven al Estado, del cual son su brazo armado: son considerados cuerpos apolíticos, neutrales al servicio del Estado, leales al orden constituido36. Asimismo, se considera que los códigos de ética de las Fuerzas Militares y su profesionalización incluye la aceptación del control civil del gobierno, los militares se consideran el instrumento del Estado, no de los políticos o de los partidos. En contraste con esta concepción, en América Latina las cosas fueron diferentes y se configuró un nuevo profesionalismo, diferente al clásico profesionalismo militar. Desde la segunda postguerra cuando el rol de las Fuerzas Armadas cambió, su misión fundamental ya no fue defender al país de potenciales enemigos externos, es decir, la defensa nacional, sino la protección y la seguridad nacional. Esta redefinición de los objetivos de las Fuerzas Militares borró la mayoría de los límites en las esferas de competencia entre civiles y militares. Estos últimos no solo se ocuparon de las acciones tradicionales derivadas de su experticia, también asumieron su participación en las decisiones políticas relacionadas con el orden público y la seguridad interna y esto se vio reforzado y redimensionado después de la revolución cubana de 1959 y el ascenso de las izquierdas revolucionarias y, en muchos países, de grupos guerrilleros37.


Se dio una clara politización de los militares. En condiciones de inestabilidad política la incondicional obediencia a los civiles y a las autoridades del Estado cedió y pasó de la subordinación a la actuación autónoma e insubordinada: sustituyeron el principio de defensa de la institucionalidad su servicio al Estado por la defensa de los intereses nacionales y/o por la lealtad a la patria y por la defensa de los intereses de la nación, de tal forma que las bases del clásico profesionalismo militar fueron subvertidas y se convirtieron en actores políticos, incursionaron en esferas que antes no estaban en su radio de acción, se convirtieron en cuerpos politizados. En estas condiciones, muchos sectores de las élites y/o de las emergentes clases medias recurrieron a las alianzas con militares en sus confrontaciones con otros sectores sociales o con emergentes organizaciones insurgentes en algunos países y fueron aliados en los quiebres de la democracia. Así, en la mayoría de los países del subcontinente




dada la percepción que las fuerzas armadas poseían, la unidad, la devoción a los intereses de la nación, y la capacidad de estadistas que los políticos civiles carecían, el gobierno militar directo se convirtió en una obligación profesional para garantizar la seguridad nacional38.





Se legitimaban la intervención de las fuerzas armadas en todas las esferas públicas, de forma directa mediante el gobierno, o a través de una influencia extendida y mediante virtuales cogobiernos.


No obstante, como ya se enfatizó en el apartado anterior sobre la variable D, hay diferencias en las orientaciones políticas de los militares entre países, por los contextos específicos y las orientaciones de las Fuerzas Armadas. Aunque todas han sido influenciadas por el contexto internacional, la Doctrina de la Seguridad Nacional (que jugó un papel ideológico y legitimador, les brindó elementos de auto justificación para quebrantar el orden institucional) y el nuevo rol de Estados Unidos, no fueron idénticas ni en sus convicciones ni en sus métodos ni en la forma como ejercieron el poder39. En Brasil y el cono sur los gobiernos militares de la década de 1960 fueron en gran parte inspirados por la tesis de la “seguridad y el desarrollo”, de tal forma que la vulnerabilidad y la exposición a las insurgencias internas, fueron atribuidas al subdesarrollo que generó inestabilidad y condiciones socio-económicas que favorecieron el surgimiento de grupos revolucionarios con apoyo de algunos sectores de la sociedad, por ello la respuesta de los militares fue el desarrollismo, la modernización para propiciar crecimiento económico. En Perú, y en menor medida en Ecuador y Panamá, el desarrollo se definió como el problema, pero los obstáculos para lograrlo fueron identificados como la dominación extranjera excesiva de la economía y en los recursos básicos, en los sistemas de tenencia de la tierra no igualitarios y dominados por las élites incapaces de llevar a cabo las reformas necesarias.


En esta variante, la solución era contrarrestar la amenaza de seguridad interna a través de un gobierno fuerte capaz de resistir la oposición de la élite a las reformas socioeconómicas. Por lo tanto, el papel político de los militares fue actuar como reformistas radicales de vanguardia para proteger los intereses nacionales y populares y derrotar a la izquierda revolucionaria a través de reformas preventivas. En el Cono Sur (Uruguay, Chile, Argentina), una tercera variante surgió en la década de 1970. En parte, como respuesta a las nuevas formas de guerra planteadas por la guerrilla urbana, como también a los fracasos de las políticas económicas más ortodoxas, la nueva variante fue más radicalmente represiva. La amenaza a la seguridad interna se definió no como insurgencia revolucionaria, sino más ampliamente como subversión. Desde este punto de vista, el enemigo no era solo la guerrilla, sino todas las fuerzas ideológicas que entraron en conflicto con la definición conservadora de los militares40. Mientras que en Venezuela y Colombia, aunque hubo situaciones de inestabilidad sociopolítica, especialmente en este último país, y las Fuerzas Militares fueron formadas en la Doctrina de la Seguridad Nacional, las interacciones entre militares y civiles no condujeron a golpes militares. Hubo, por el contrario, una acción de incorporación y de acuerdos que no hicieron necesario que los militares asumieran el poder pues contaban con espacios de acción suficientes para operar sin contradicciones con las élites, las cuales tampoco presentaban fisuras o divisiones por intereses disimiles o confrontaciones internas sobre la economía, el modelo de desarrollo o el funcionamiento de sus democracias, apegadas a un predominio tradicional de sus partidos sin la presencia de actores políticos relevantes de oposición.



LA VARIABLE ESTADOS UNIDOS



En esta línea de análisis estas dos variables (D y M) aparecen asociadas a todos los casos en los que se realizaron golpes militares, con las respectivas acotaciones y advertencias sobre las explicaciones demasiados globalizantes. No obstante, y evitando cualquier tentación determinista, un enfoque analítico sobre las dinámicas políticas de América Latina, y en particular sobre los golpes militares queda incompleto si no se incluye la variable externa referida al contexto internacional y la influencia de Estados Unidos en el subcontinente. América Latina siempre ha estado influenciada por Estados Unidos y su política exterior y durante este periodo, hasta muy entrada la década de 1980, este país apoyó, impulsó, incluso financió, golpes militares en el continente, tanto por intereses geoestratégicos como por beneficios económicos.


La orientación de la política de Estados Unidos hacia Sudamérica desde la segunda postguerra hasta la década de 1990 ha pasado por dos grandes momentos. El primero, hasta finales de la década de 1980, pasó por una etapa basada en la pretensión hegemónica de este país sobre el hemisferio occidental en medio de la rivalidad y de la confrontación con la Unión Soviética y el bloque de países comunistas, fue frecuente el combate a gobiernos que no se alineaban con sus intereses y concepciones y el apoyo y patrocinio a los gobiernos militares, sustentado todo en la Doctrina de la Seguridad Nacional41. En el segundo, desde mediados de los años ochenta, se dio un giro que orientó su política hacia la reivindicación de la democracia, manteniendo su influencia mediante la diplomacia coercitiva, sin espacio para incursiones militares ni intervenciones militaristas. La política antidroga pasó a ocupar un lugar central respecto a muchos países de la región42.


En el primer momento, desde la segunda postguerra, la política exterior de Estados Unidos hacia América Latina se orientó a combatir gobiernos reticentes a su hegemonía y orientados ideológicamente en contravía a sus pretensiones de “defensor hemisférico de la civilización” frente modelos de sociedad diferentes, especialmente al modelo socialista bajo el liderazgo de la Unión Soviética43. Este país vinculó su propia seguridad a las condiciones necesarias para que su economía funcionara bien, de tal manera que, en ejercicio de su condición de potencia se abrogó el derecho de intervenir en donde sus intereses lo requirieran,




su seguridad nacional entrañaba el mantenimiento de condiciones en el exterior que permitieran que la economía funcionara adecuadamente —es decir obtener energía, materias primas y mercados necesarios para su prosperidad—. El acceso a éstos ha sido por lo tanto incluido en la definición de los intereses vitales de los EE. UU.44.





De esta concepción, se derivaron frecuentes acciones de intervención donde sus intereses lo requirieran, tal es el caso de una lógica imperial por definición y auto justificada.


Asimismo, se redefinió e incidió para que se replantearan las orientaciones de la mayoría de las fuerzas armadas del continente respecto a su papel en el manejo del orden interno con una orientación contra insurgente, la cual se amplió tras el triunfo de la revolución cubana y la potencial influencia comunista en el resto del continente. A partir de aquel momento se dio la máxima prioridad a la lucha contra el “enemigo interno” que no solo fueron los movimientos insurgentes, sino cualquier otra movilización popular que asumiera acciones de contestación y de reivindicación frente a las políticas y decisiones de los gobiernos45. Ante este eventual peligro las fuerzas armadas del continente se prepararon para la guerra contrarrevolucionaria, existieran o no revolucionarios. Estados Unidos asumía que las Fuerzas Militares eran el único actor con poder, cohesión y organización, capaz de restaurar las posibles alteraciones del orden político y sus socios naturales en “contra los enemigos de la civilización occidental”46. La seguridad nacional (interna) sustituyó a la defensa nacional (externa) y la vigilancia de los militares, alentada por Washington, que les hacía ver comunismo por todas partes. Cualquier intento de cambio social, en especial si lo apoyaban los partidos izquierdistas del país, era tachado indiscriminadamente de revolucionario. Como una forma de acción “preventiva”, las fuerzas armadas derrocaron a los gobiernos a los que se juzgaba “blandos” con el comunismo o tibios en su solidaridad con los Estados Unidos47.


Los Estados Unidos y sus aliados en el subcontinente, asumían la movilización de todos los recursos necesarios para detener las fuerzas que “amenazaban a la sociedad” y al orden establecido. El subcontinente hacía parte del juego de estrategias, de influencias y de confrontaciones Este-Oeste. También recurrió a su poder militar; a la intervención de la Agencia Central de Inteligencia (CIA); a la asesoría y tutoría de sus agregados militares a las Fuerzas Armadas de estos países; a la asistencia para el desarrollo y en ocasiones, imposiciones de la Agencia para el Desarrollo Internacional (AID); a las cuotas, preferencias arancelarias y otras formas de influencia económica. Se trataba de una diplomacia activista del Departamento de Estado, de financiamiento y asesoría a los partidos políticos; defensoría pública e información por parte de la Agencia de Información de Estados Unidos (USIA). Hubo un gran flujo de capitales y de inversiones provenientes de Estados Unidos en estos países y cuando fue necesario, ayudaron a derrocar regímenes con presidentes elegidos popularmente para respaldar a los militares que se tomaron el poder48. Así, mientras el presidente John F. Kennedy (1961-1963) anunciaba la Alianza para el Progreso a comienzos de la década de 1960, eran derrocados gobiernos civiles en los países del cono sur e igual posición asumieron los exmandatarios Lyndon B. Johnson (1963-1969), Richard Nixon (1969-1974), Gerald Ford (1973-1974, 1974-1977), Jimmy Carter (1977-1981) y Ronald Reagan (en su primer mandato, 1981-1985).
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Figura 2. Entrevista de Augusto Pinochet y Henry Kissinger (1976).


Fuente: Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile (1976)49.


Las fuerzas armadas eran el actor central de estas relaciones. Se asumía que mientras las sociedades latinoamericanas se caracterizaran por la fragmentación y la ausencia de consenso entre sus élites, ante las amenazas y el posible ascenso de la insurgencia o de sectores revolucionarios influenciados por “el comunismo internacional”, el rol principal de las mismas era proteger la soberanía de sus naciones y preservar el orden interno. Como eran los actores políticos centrales, había que remover a los líderes gubernamentales de sus puestos en cualquier momento en que el ejército considerara su conducta perjudicial para el bienestar de la nación. Estados Unidos apoyó golpes militares en Argentina, Brasil, Uruguay, Paraguay, Chile, Perú, Ecuador. Las políticas de este país con respecto a las fuerzas militares latinoamericanas fueron efectivas en la obtención de las metas impuestas, estas son: a) establecer una influencia predominante del ejército norteamericano; b) promover la defensa colectiva; c) mejorar la seguridad interna contrainsurgente y antipopular y d) impulsar un mayor uso de las fuerzas armadas en proyectos de acción cívica intentando remover algunos obstáculos del desarrollo50.


Es aclaro que, como lo subraya el propio Alain Rouquié, la Doctrina de la Seguridad Nacional y su tesis sobre la guerra interior, al ampliar el espectro de “amenazas” al orden establecido y situarlas dentro de la sociedad nacional, brindó una base institucional para la intervención del ejército, pero no la explica en un sentido determinista. Esta política se mantuvo hasta la segunda mitad de la década de 1980 y en algunos casos tuvo un sentido más ideológico que operativo51. Durante la campaña de su primera presidencia, Ronald Reagan tuvo como uno de sus ejes centrales el apoyo al combate de la penetración del comunismo en América Latina y en su gobierno expresó de forma abierta el respaldo a las dictaduras del cono sur, sin poner atención a los reclamos por los derechos humanos. Lo importante de los gobiernos es que fueran amistosos y aliados de su país, sin importar que fuesen democráticos o autocráticos.


Esta variable también fue considerada por Pérez-Liñán y Mainwaring, quienes) consideraron que las actitudes de Estados Unidos como actor externo hegemónico en la región también entraba en juego a la hora de explicar la continuidad o la caída de la democracia. Este país asumió cuatro conductas que resultaron perjudiciales para la continuidad de la democracia: apoyaron golpes de Estado o rebeliones armadas contra regímenes competitivos; limitaron la soberanía y la democracia de los países latinoamericanos a través de intervenciones militares; apoyaron abiertamente regímenes autoritarios; o, incluso, expresaron su visión en cuanto a que los países latinoamericanos no podían ser democráticos por sus características culturales52.


Con las advertencias epistemológicas señaladas, el enfoque asumido en este libro para analizar los golpes militares (GM) considera estas tres condiciones contribuyentes: D, M y EU y su conjugación en el análisis de su presencia y ausencia. De esta forma se puede esquematizar:
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Figura 3. Golpes militares sucesivos en Sudamérica (1960-1980).


A partir del enfoque de Análisis Comparativo Cualitativo (ACC), la descripción sistemática y la relación entre variables se plantea mediante una tabla de presencia y ausencia de estos factores relacionados con los golpes militares entre los años 1960 a 1980. Los países de Sudamérica presentan rasgos similares en sus estructuras institucionales, sociopolíticas y socioeconómicas y comparten los factores explicativos clave (D, M y EU) de igual forma que el resultado (GM). Este resultado es producto de la presencia de los factores explicativos en 8 casos, en dos casos (negativos) no están presentes ambos ni el resultado: en ellos no hubo golpes militares (gm)53:


Los países en los cuales se combinaron estas tres condiciones y hubo golpes militares reiterados, en algunos casos con breves periodos de gobierno civiles. Se trata de 8 casos: citados en la tabla siguiente.


Tabla 1. Combinación de condiciones y golpes sucesivos en países de Sudamérica
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Fuente: elaborada por el autor con base en bibliografía citada.


Como se aclaró en algunos casos anteriormente, se trata de casos diferentes, con algunas particularidades en sus estructuras económicas y sociales. A pesar de la aparente homogeneidad, hay cierta heterogeneidad en el plano cultural, económico, histórico, social y político, aspecto que le permite a los militares al interior de cada Estado adquirir roles diversos a la estandarización pretendida54. Pero todos tienen en común la misma variable dependiente (golpes militares) y en todos los casos están presentes D y M, estas pueden ser consideradas variables independientes. Pero, estas tres variables siguen siendo “gruesas” y es preciso entrar a contextualizar y a especificar las circunstancias y diferencias en las tensiones sociopolíticas y/o enfrentamientos entre facciones de las élites civiles, así como la diversidad de la experiencia militar, su formación profesional y sus tradiciones, su composición social y de creencias.
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Figura 4. Alfredo Stroessner y Augusto Pinochet (1974).


Fuente: fotografía tomada de El País-España (2012)55.
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Figura 5. Emilio Massera, Jorge Videla y Orlando Agosti tras dar el golpe de Estado en Argentina (1975).


Fuente: fotografía tomada de Infobae (2020)56.


Aun en el mismo contexto internacional en el que Estados Unidos apoyaba golpes militares en Sudamérica, Venezuela no tuvo gobiernos de facto por cuanto en ella el deterioro institucional y la inestabilidad socio-política y/o enfrentamientos entre partidos, facciones o sectores de las élites civiles, no tuvo una alta intensidad, tampoco enfrentamientos entre las cúpulas de las élites que animaran a las Fuerzas Militares a tomarse el poder. En este país surgió lo que se conoció como “sistema populista de conciliación de las élites”, así: “los principales sectores sociales de la época (militares, empresarios, sindicatos, partidos políticos e Iglesia) pactaron las bases del nuevo sistema político mediante una serie de acuerdos que conocidos bajo la denominación genérica de Pacto de Punto Fijo”57. De igual forma, ocurrió una situación excepcional para el subcontinente: Venezuela se ubicó ante las dictaduras derechistas del continente y los movimientos subversivos de izquierda. Hubo mayor consenso entre las élites y una reintegración social de sectores de izquierda radicalizados que se moderaron, asimismo se implementó un modelo de corte socialdemócrata incluyente y además sustentado en la buena marcha de su economía basada en la exportación de petróleo.
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Figura 6. Venezuela sin golpes militares.


Las Fuerzas Militares tuvieron un bajo perfil y se mantuvieron al margen de los asuntos políticos y fueron incorporadas en los procesos de decisión dentro del Estado. Los militares tuvieron una fuerte influencia en la Acción Democrática y fueron integrados al mundo de los encargados de tomar decisiones, lo cual incrementó su autoridad, mientras los oficiales cumplían numerosas funciones extra militares en el sector nacionalizado de la economía y en la gestión de los programas de desarrollo58.


En el caso de Colombia ocurrió una situación especial. Aunque el país presentó un grave deterioro institucional e inestabilidad sociopolítica de alta intensidad bajo un contexto de una política intervencionista y el apoyo a los golpes militares por parte de los Estados Unidos, la disposición de los militares a intervenir en la esfera política y en el ejercicio directo del poder no se dio porque, como se verá a continuación, se estableció un acuerdo estratégico implícito entre las élites políticas y las Fuerzas Militares que implicó una militarización extendida de la sociedad, pero sin golpes militares.
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Figura 7. Colombia sin golpes militares (1960-1980).


En la Tabla 2 se incluyen todos los casos con las condiciones respectivas. Se comparan los casos en los que se dieron golpes militares de forma reiterada y en los que estuvieron siempre presentes D, M y EU, con los otros casos en los que la combinación de condiciones necesarias y suficientes fue diferente y no se presentaron los quiebres democráticos.


Tabla 2. Verdad hipotética sobre golpes militares en Sudamérica (1960-1980)
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COLOMBIA SIN GOLPES MILITARES (1960-1980)



De acuerdo con la Tabla 2, en Colombia estuvieron presentes, entre las décadas de 1960 y 1980, las variables D y EU, pero M tuvo atributos compartidos y elementos diferentes a los demás países del subcontinente (m). Esta conjugación de factores produjo como resultado la ausencia de golpes militares (gm), aunque en algunos momentos de tensión se presentaron los denominados “ruidos de sables”, las presuntas amenazas o los rumores de golpes militares que nunca se concretaron ni siquiera como conatos.


En cuanto a D, desde los inicios de la década de 1960 hasta mediados de la década de 1980 el país se caracterizó por un deterioro institucional y una inestabilidad sociopolítica, con algunas coyunturas de alta intensidad del conflicto interno. Las dinámicas sociopolíticas incluyeron varios componentes.


Por una parte, desde 1958 hasta 1974, el país atravesó por un régimen democrático restringido producto del pacto de élites del Frente Nacional que se diseñó entre las élites de los partidos Liberal y Conservador, tras la renuncia del general Gustavo Rojas Pinilla, quien ejerció un gobierno de facto con el apoyo de fracciones de ambos partidos como una forma de superar el gobierno autoritario de Laureano Gómez (1950-1953) y la violencia partidista que asolaba al país desde comienzos de la década de 1940. Este régimen de coalición condujo tanto a la alternancia de los mismos en la presidencia, como a la distribución simétrica de escaños en el Congreso y en las corporaciones locales (Concejos municipales y Asambleas departamentales) y así mismo, al cerramiento de la democracia ante nuevas fuerzas políticas que no tuvieran vínculos o que se presentaran bajo las etiquetas de alguno de los dos partidos59. En 1972 se reabrió la competencia para elecciones locales y en 1974 para presidencia y Congreso, aunque los alcaldes y gobernadores no se elegían popularmente. En el siguiente periodo post Frente Nacional (1974-1990) se mantuvieron las limitaciones en la democracia con el predominio de las lógicas clientelares como relaciones de dominación política, se mantuvo el duopolio del poder con liderazgos altamente personalizados y concentrados a nivel nacional en círculos cerrados de poder y una ausencia de espacios de participación ciudadana y de controles a la gestión pública. Colombia seguía teniendo elecciones periódicas, formalmente libres, pero no eran competitivas y algunas instituciones limitaban la participación ciudadana (no eran elegidos popularmente alcaldes y gobernadores, ni había mecanismos de participación social y ciudadana, tipo referéndum), favorecían la concentración del poder político regional (la existencia de fondos estatales con acceso discrecional de los congresistas; la acumulación de mandatos; la reelección sin límites; la ausencia de carrera administrativa para los empleados públicos y su designación con base en criterios políticos; la ausencia de financiación estatal de campañas y de un estatuto de partidos y de la oposición).


Por otra parte, en esta democracia limitada surgieron y se expandieron grupos guerrilleros que le disputaban al Estado el monopolio del uso de la fuerza legítima, que afectaban y ponían en riesgo la integridad física de los habitantes de muchas zonas del país y sus posesiones y bienes. Era un reto para las autoridades y para la institucionalidad, al tiempo que eran impotentes para derrotarlos o reducirlos de forma significativa. Desde la primera mitad de la década de 1960 surgieron las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, Farc (1965)60, el Ejército de Liberación Nacional, ELN (1962)61 y el Ejército Popular de Liberación, EPL (1967)62; a comienzos de la década de 1970, el movimiento M-19 (1973)63 y en 1984 el grupo Quintín Lame64.


En el contexto del régimen de coalición del Frente Nacional (1958-1974) y de la democracia limitada, la lucha armada no tuvo mucha visibilidad en la escena nacional, operaba especialmente en zonas periféricas y las estructuras organizativas insurgentes eran incipientes política y militarmente, pero desde finales de la década de 1970 se fueron expandiendo. Las Farc pasaron de nueve frentes en 1979 a 32 en 1986 y de 200 guerrilleros en 1964 a 3.650 en 1986; el ELN pasó de 150 guerrilleros en 1970 a 1.000 en 1986, luego de estar a punto de desaparecer en 1975 y pasó de 3 a 11 frentes. El EPL contaba con cerca de 2.000 integrantes y 18 frentes65. En 1986 había presencia guerrillera en 15 municipios del país (172 municipios de los 1.030) y en el 62% de los municipios ubicados en zonas de colonización interna66. Las Farc en su VII Conferencia realizada en 1982, decidió pasar de ser una guerrilla defensiva a convertirse en una organización ofensiva, en un contexto de régimen de excepción y del Estatuto de Seguridad del gobierno de Julio César Turbay Ayala (1978-1982), y en un entorno internacional marcado por el triunfo de los sandinistas en Nicaragua en 1979. El M-19 había abandonado la lucha urbana que llevó a cabo entre 1973 a 1982 y se orientó hacia zonas de conflicto y de tensiones rurales, especialmente en Caquetá, Huila y Valle del Cauca y había radicalizado su orientación militar, e incrementado sus actos terroristas67.


Además de las guerrillas, la economía del narcotráfico y sus organizaciones criminales eran generadoras de violencia, de sobornos y de corrupción de las autoridades civiles y militares, generaban inestabilidad política y representaban otro reto para el precario Estado. El narcotráfico en Colombia y el surgimiento de las organizaciones criminales poderosas que producían, comercializaban y exportaban drogas ilícitas se asociaba a una serie de factores que constituyeron un entorno favorable: las condiciones propicias para la producción y el acceso a la hoja de coca en el país y a la pasta básica en países vecinos; la ubicación geográfica del país y sus características con extensas zonas aisladas sin presencia o precariedad estatal y favorables condiciones de acceso a transporte marítimo y aéreo; la fragilidad estatal que hace permeable a las autoridades civiles y militares frente a la corrupción y a la captura parcial por parte de delincuentes; las fallas de la institucionalidad para hacer cumplir las leyes y sancionar a los que las violan; una estructura social con pocas oportunidades de movilidad y la ausencia de alternativas de mejoramiento de condiciones de vida a amplios sectores de la sociedad.


Como lo enfatiza Francisco Thoumi, la concentración de la economía ilegal del narcotráfico en el país no es accidental sino que es consecuencia del desarrollo histórico y de las características institucionales68. En su análisis considera que con disponibilidad y/o acceso a la hoja de coca abundante en todos los andes, la segmentación geográfica y el aislamiento de muchas regiones con una ausencia o precariedad estatal implicó que para producir y exportar drogas ilegales solo se requirieran redes locales de apoyo poco costosas. Así, los cultivos ilícitos surgieron en economías regionales poco modernas y su producción se localizó en zonas de minifundio, de inestabilidad política, aisladas, muchas de ellas ubicadas en zonas o frentes de colonización tardía. Además de la permeabilidad de las autoridades administrativas, de la policía y de los sectores de las Fuerzas Armadas, desde la década de 1970 las pocas posibilidades de movilidad social, el cerramiento de oportunidades, un fuerte individualismo y una ética de la desigualdad estimularon a los individuos a mejorar su posición económica a cualquier costo, lo que constituyó un entorno favorable para el desarrollo del narcotráfico69.


Los pioneros fueron acumulando enormes ganancias y expandieron su producción y comercialización hacia estados Unidos y después hacia Europa, lo requirió una mayor organización, división del trabajo, sistematización, un sentido de empresas complejas con profesionales como contadores, abogados y de seguridad y logística. El aumento de la participación de Colombia en el mercado mundial de la droga estuvo acompañado del proceso de fortalecimiento de esta industria ilegal. Inicialmente los productores de cocaína importaban la base de coca desde Perú y Bolivia para ser procesada en el país y su exportación a gran escala a Estados Unidos y Europa aumentó sustancialmente las ganancias y propició la formación de organizaciones más complejas especialmente en Medellín, Cali y la costa Atlántica. Desde mediados de la década de 1980 se empezó a generar la integración vertical de todas las etapas de la producción de narcóticos, desde cultivo de la hoja, pasando por la comercialización de insumos y precursores, procesamiento en laboratorios, producción, transporte, y terminando en la comercialización, tanto interna como externa, a través de redes apropiadas de distribución. Las ganancias extraordinarias en centenares de millones de dólares les dieron gran capacidad militar, de contratación de asesinos a sueldo y mayores posibilidades de soborno y de presión a las autoridades70. Las organizaciones criminales que surgieron de este entorno favorable se fueron sofisticando hasta convertirse en complejas Organizaciones de Tráfico de Drogas (OTD) distribuidas en diferentes regiones, siendo las más poderosas las de las ciudades de Cali y Medellín a comienzos de la década de 1980. Con sus estructuras y ejércitos privados y sus escuadrones de sicarios se convirtieron también en un actor generador de violencia.


A este cuadro de actores armados ilegales se agregan los grupos paramilitares. Desde la década de 1960 la legislación en el país les abrió espacios a organizaciones de civiles con propósitos de autodefensa71 y esta fue una estrategia recomendada por Estados Unidos, en el contexto de la Guerra Fría y la vigencia de la Doctrina de la Seguridad Nacional72. A partir de finales de la década de 1970 comenzaron a aparecer en distintos lugares del país grupos armados de autodefensa, algunos estaban conformados por campesinos dueños de pequeñas y medianas extensiones de tierra. Todos recibieron ayuda del Ejército, armas, municiones, entrenamiento y respaldo en sus operaciones. Eran los primeros grupos aislados, pequeños, ayudados por las autoridades que después se expandirían por gran parte del territorio. En los primeros años de los ochenta, las organizaciones paramilitares fueron la respuesta de los narcotraficantes contra el secuestro y la extorsión, luego evolucionaron hacia un proyecto político, militar y social con la colaboración y complacencia de las fuerzas armadas73.


Sumado a lo anterior, había diversas expresiones del crimen organizado y de delincuencia común. En conjunto las diversas organizaciones criminales y la delincuencia hacían de Colombia uno de los países más violentos del planeta. Las violencias entrecruzadas y el conflicto de baja intensidad persistentes se expresaban en algunos indicadores como la tasa de homicidios (que se duplicaron entre 1974 y 1986, pasando de 24/100.000 a 48/100.000), los secuestros, que desde 1980 se multiplicaron, y los delitos contra la integridad y contra la propiedad (ver Tabla 3). De igual forma, Colombia era uno de los países que en democracia presentaba altos índices crecientes de criminalidad política: mientras que en 1970 la tasa era del 1.12% del total de homicidios (50 crímenes), en 1975 fue del 1.15% (67 crímenes), en 1980 fue del 1.08% (99 crímenes) y en 1985 subió al 5.61% (727 asesinatos), en pleno proceso de exterminio del partido político de izquierda Unión Patriótica, surgido del proceso de paz de las Farc con el gobierno de Belisario Betancur74.


Tabla 3. Indicadores de violencia y criminalidad (1964-1986)


[image: image]
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Fuente: Archila (2005)75.


Por otro lado, desde el Frente Nacional, la democracia colombiana era deficitaria en todos sus componentes. Aún después de la reapertura de la competencia política, las reglas electorales, el ordenamiento territorial institucional altamente centralizado, la ausencia de mecanismos de participación ciudadana y la clientelización de los nexos entre los partidos Liberal y Conservador y sus electores; permitieron la reproducción del bipartidismo y cerraron las puertas a alternativas políticas que siempre fueron marginales. Asimismo, la provisión de bienes y servicios por parte del Estado tenía grandes deficiencias, la inversión pública se había privatizado parcialmente por la intermediación de tipo clientelar de la clase política que la orientaba según sus intereses políticos y los feudos electorales y era muy desigual por regiones, con una alta concentración en la región andina y ausente o muy precaria en el resto del país. El país tenía en 1985 un alto Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas (el 45.6%), especialmente en zonas rurales (de 71.8%), de igual manera, presentaba una gran desigualdad en la distribución de la riqueza (la más alta del continente, con el índice Gini que en 1978 era de 0.542 y en 1985 de 0.554)76.


Las restricciones democráticas, los limitados canales de movilidad social, la precaria provisión de bienes y servicios por parte del Estado y la desigualdad social generaron malestar en diversos sectores sociales y esto se tradujo en una creciente movilización popular y en acciones colectivas. Las protestas sociales de todo tipo y de motivaciones diversas se fueron incrementando, con picos muy altos en 1971 y 1975. En 1977 hubo un paro cívico nacional que produjo un momento crítico en el gobierno de Alfonso López Michelsen (1974-1978), una jornada de movilización masiva de protesta urbana convocada por todas las centrales sindicales de ideología y filiaciones partidistas diferentes que afectó a casi todas las ciudades colombianas y dejó varios muertos y heridos. La escala de la movilización, la parálisis que provocó, su carácter urbano, la radicalización que la acompañaba y la represión oficial, hicieron que esta tuviera connotaciones de desestabilización social y política77. En los siguientes años la contestación urbana y rural continuó.


En suma, entre 1960 a1980, Colombia se caracterizó por tener múltiples violencias, una democracia restringida y deficitaria, déficits severos en la provisión de bienes y servicios que eran la expresión de la precariedad estatal y de la focalización de la inversión en ciertas zonas del país y una frecuente contestación social. Una situación de deterioro institucional e inestabilidad sociopolítica de alta intensidad. Esta situación expresaba el contraste entre la continuidad y la periodicidad de las elecciones y en la precariedad democrática en un entorno de conflicto armado, de narcotráfico, paramilitarismo y delincuencia doméstica.


En cuanto a M, la actitud, las motivaciones y disposición de los militares a intervenir en la esfera política, en Colombia se mantienen algunos de los atributos que se presentan en los países en los cuales hubo golpes militares, pero también presenta particularidades que contribuyeron de forma fundamental para que no se dieran, mientras 8 países de Sudamérica tuvieron quiebres democráticos por golpes militares.


De igual forma que en los demás países de Sudamérica, las situaciones de inestabilidad sociopolítica, el conflicto, el surgimiento de grupos guerrilleros, la alta contestación social, incidieron para que las Fuerzas Militares llegaran a considerar las posibilidades de la toma del poder derivadas de las evaluaciones tácticas de la situación en la coyuntura que los llevaban a sopesar el riesgo. Para que se diera esta ruptura con el gobierno civil constitucional, los militares debían estar motivados, orientados y convencidos de su rol político para intervenir y considerar que eran la única salida viable para evitar un conflicto, o el ascenso de fuerzas que consideraban subversivas, antisociales, destructoras.


Igualmente, como ya se planteó, durante esta época (desde la Guerra Fría hasta la década de 1980) fue muy similar la formación que recibieron los altos oficiales de los países latinoamericanos en centros militares extranjeros y en misiones militares extranjeras invitadas. En el contexto de la Guerra Fría el propósito formativo para los oficiales y jefes de los ejércitos latinoamericanos se orientaba a cumplir funciones de política interna, especialmente anti insurgente, por ello, los militares no fueron neutrales en política. Debido a sus responsabilidades cívicas y nacionales, así como a la independencia que gozaban sus oficiales, los nuevos ejércitos no fueron pasivos ni mantuvieron silencio en lo que se refería a la política. Aunque se había adelantado un proceso de profesionalización en las Fuerzas Militares, esto no garantizaba que fueran apolíticas ni se mantuvieran al margen de las decisiones gubernamentales o asumieran su subordinación ante las élites civiles, la profesionalización de las Fuerzas Militares en América Latina no fue consustancial respecto de la democracia. No obstante, mientras que en los 8 países donde hubo quiebres democráticos y la incondicional obediencia a los civiles y a las autoridades del Estado, estas cedieron y pasaron de la subordinación a la actuación autónoma e insubordinada, en Colombia no. En este país se dio una relación estratégica y de acuerdos entre civiles y militares que condujo a que los primeros cedieran grandes espacios de autonomía y de acción a las Fuerzas Militares e incentivos para su estamento y los segundos, se abstuvieron de dar golpes militares, aunque en ciertos momentos de extrema tensión expresaron abiertamente sus discrepancias frente a las élites civiles. Como lo describió en su momento Alain Rouquié, en Colombia se dio una militarización extrema de la sociedad, pero sin militarización del poder político, producto de las concesiones civiles y del amplio margen de acción con que contaron las Fuerzas Militares.


Producto del consenso político con el Frente Nacional entre las élites políticas de los partidos Liberal y Conservador y un acuerdo implícito entre civiles y militares, no había necesidad de remover a gobernantes para tener incidencia real en el manejo de los asuntos del país. Mientras que en la mayoría de los países del subcontinente gobernaban militares, Colombia mantenía elecciones sin suspensión y se sucedían gobiernos civiles sin traumatismos ni sublevaciones no conatos de golpes militares. Como se verá en el siguiente capítulo, las prerrogativas de las Fuerzas Militares eran amplias: i) las Fuerzas Militares tienen amplias potestades, “vía libre y autonomía” en el manejo del orden público, concedidas por las élites políticas a través de un cuasi permanente Estado de Sitio, y el ministro de Defensa era un militar, que participaba en las decisiones políticas en el gabinete ministerial; ii) existía el juzgamiento de civiles por militares en consejos de guerra; iii) los militares contaban con importantes incentivos de estatus y de posición, así como autonomía en materia financiera y organizativa; iv) en la lógica de los pactos implícitos, los militares respetaban la forma civil de gobierno y aceptaban que otras esferas del Estado quedaran por fuera de su control en tanto el gobierno respetara las modalidades militares del régimen y sus privilegios; v) ambos actores sociales reivindican y recordaban los términos del acuerdo implícito: cuando los militares irrumpían en la esfera de la política o pretendían ser deliberantes, los civiles reaccionaban y los interpelaban, y cuando los poderes civiles debían afrontan decisiones que concernían al control militar concedido, las Fuerzas Militares reaccionaban y actuaban, anunciaban su descontento.


De esta forma: a) el bipartidismo mantuvo una lógica de condominio del poder como prolongación del Frente Nacional y ninguno de los dos partidos o de sus facciones internas tuvo que recurrir a eventuales alianzas con las Fuerzas Militares para acceder o mantenerse en el poder político, además, compartían proyectos políticos y sus diferencias eran son solo de matices, cada cuatro años competían por la presidencia y los lugares en el Congreso, sabiendo que, de todas formas, tomaban parte del reparto del poder, y b) no hubo golpes militares por cuanto los militares tenían el poder que requerían y los dos partidos compartían el poder y se alternaban en la presidencia o competían sin riesgo de terceras fuerzas políticas. Aunque había actores armados ilegales en expansión y múltiples problemas sociales y económicos, no había riesgo o actores con capacidad para retar y poner en riesgo los poderes establecidos al extremo de requerirse una solución extrema de militarización del poder político.


Se suele comparar a Chile y a Colombia pues en ambos países las Fuerzas Militares recibieron amplias concesiones de las élites civiles78. No obstante, mientras que en Chile las grandes prerrogativas y la militarización extendida de la sociedad se combinó con la intromisión directa de las Fuerzas Militares en el poder político y en el golpe militar de 1973 con la dictadura vigente hasta 1989, en Colombia solo se dio la militarización extendida en la sociedad, pero con una interacción estratégica entre élites civiles y militares que produjo a la larga un resultado diferente sin quiebres democráticos. La combinación de las tres condiciones contribuyentes fue diferente: en Chile se combinaron D+M+EU, pero en Colombia se dio D+m+EU. Las diferencias en sus Fuerzas Militares hicieron la diferencia, específicamente, la interacción estratégica entre civiles y militares. Como se verá en el siguiente capítulo, esta hipótesis se argumentará para explicar por qué no hubo quiebre democrático en la situación de extrema de la toma del Palacio de Justicia por parte del grupo guerrillero M-19 en 1985.


En esta ecuación la condición contribuyente EU fue similar en Colombia con respecto a los demás países de Sudamérica, pero esto no fue suficiente para que se diera un golpe militar, como lo sostiene uno de los enfoques explicativos de estos quiebres democráticos que atribuye el papel fundamental a los intereses estratégicos y económicos de Estados Unidos en el contexto de la Guerra Fría. Las relaciones de Colombia con este país entre 1960 y 1980, se caracterizaron por la asimetría propia de las relaciones entre una potencia con propósitos hegemónicos, con recursos, influencia y poder suficiente para condicionar la política externa e interna de los países del subcontinente y un país periférico, pobre y expuesto a esta hegemonía sin muchas posibilidades para actuar de forma autónoma. En este contexto de Guerra Fría Estados Unidos se erigió en el poder central de occidente y un síntoma de esta preponderancia fue el hecho de las recién creadas sedes de las Naciones Unidas (en la cual contaba con derecho de veto), del Banco Mundial (en el cual controla el 16.4% de los votos de forma directa) y del Fondo Monetario Internacional (que ayudó y financió gobiernos con dictaduras militares) en Washington. Estados Unidos promovió la creación de organizaciones regionales para detener cualquier “amenaza venida del exterior” como el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR) (1947) y la Organización de Estados Americanos (OEA) (1948).


El temor a una expansión soviética hizo que Estados Unidos considerara a Latinoamérica un punto estratégico para su política exterior y esto se reflejó en las relaciones de subordinación económica y la dependencia de Sudamérica hacia su mercado, se multiplicó la inversión de empresas norteamericanas en el subcontinente y se extendió su influencia económica. En términos de seguridad, los programas de capacitación, los consejeros de defensa y las transferencias de armamentos sirvieron para asegurar esta influencia. Después de la revolución cubana, Estados Unidos incrementó su política de contención comunista y de actor hegemónico y propició diversas “acciones preventivas” a través de invasiones y apoyó, consintió, impulsó y/o promovió golpes militares en todo el continente. Durante este periodo los funcionarios norteamericanos consideraban normal tener un papel destacado en los asuntos internos de los países latinoamericanos79.


La subordinación de Colombia frente a Estados Unidos durante el gobierno de Julio Cesar Turbay Ayala (1978-1982) fue absoluta y se evidenció con la oposición a la candidatura de Cuba al Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en 1979, la ruptura de relaciones diplomáticas con ese país en 1981 y las conversaciones entre militares colombianos y estadounidenses en 1982 sobre la posibilidad de instalar una base especial en la Isla de San Andrés. Ese mismo año, Colombia participó en la “Comunidad Democrática Centroamericana”, cuyo objetivo era la defensa diplomática del gobierno salvadoreño y el ataque a la revolución sandinista. Colombia también rechazó la declaración franco-mexicana, que recomendaba la negociación entre el gobierno y la guerrilla salvadoreña; apoyó a Inglaterra en la guerra de las Malvinas y envío tropas a la fuerza de pacificación del Sinaí80. Como se verá en el siguiente capítulo, en este gobierno a nivel interno se implementó el Estatuto de Seguridad, con el cual llegó a su máxima expresión la militarización de la sociedad y la influencias de las Fuerzas Militares en las decisiones políticas y de manejo del orden público, con numerosos casos de torturas, amenazas, desaparecidos, así como juicios militares a civiles y criminalización de la protesta social.


Durante el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) hubo inicialmente un propósito de demarcación respecto a Estados Unidos, incluso el presidente llegó a declarar que “el gobierno de Washington trataba con desdén a Colombia” y que “el país no deseaba ser satélite de ninguna superpotencia ni de Estados Unidos”. El gobierno desplegó una gestión internacional que buscaba complementar su labor interna en favor del diálogo y la salida política negociada al conflicto armado, se incorporó al grupo de los “No alineados”, se involucró activamente en la búsqueda de la paz en Centroamérica, al ser miembro del “Grupo de Contadora”, conformado por México, Panamá, Venezuela y Colombia, en enero de 1983. Pero estos propósitos iniciales se desvanecieron pronto. Para la segunda mitad de su mandato, las dificultades internas en torno a la concreción de la paz con las guerrillas que estaban en expansión, el creciente poder político y económico del narcotráfico y sus acciones terroristas contra el Estado, la imposibilidad de evitar la influencia de los Estados Unidos en los asuntos de seguridad interna, se evidenció. El asesinato en 1984 del ministro de Justicia, Rodrigo Lara Bonilla por parte de la OTD de Medellín condujo a que Colombia cediera ante las presiones de los Estados Unidos y en 1985 reimplantara la extradición. La crisis de endeudamiento interno terminó de acercar a la administración Betancur a los Estados Unidos, ya que la mediación de Washington ante el FMI era fundamental para la obtención de los recursos que necesitaba. Por último, la toma del Palacio de Justicia en noviembre de 1985 por parte del Movimiento Guerrillero M-19 condujo al gobierno colombiano a un cambio drástico en el manejo del orden público asumiendo una posición de mano dura contra la insurgencia81.


Pero la influencia de Estados Unidos sobre Sudamérica empezó a tener un giro desde mediados de la década de 1980 tal y como se señaló anteriormente. Este país empezó a defender las banderas de la democratización, disminuyó el aporte militar y de asesoría (con excepción de Centroamérica y Colombia, por asuntos de narcotráfico) y ya no propició, apoyó ni estimuló golpes militares, por el contrario, tomó distancia de gobiernos de Chile de Augusto Pinochet y de Alfredo Stroessner en Paraguay, en los cuales se mantenían los militares en el poder. Tras la crisis económica de 1980 (la “década perdida”) y la crisis de la deuda externa, se acrecentó la dependencia de Sudamérica de Estados Unidos y de su influencia en los organismos multilaterales como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional. Entretanto, con el declive de la URSS y su desaparición tomó más fuerza el nuevo enemigo internacional de Estados Unidos, en este caso no se trataba de un país, sino de una fuerza económica y criminal: el narcotráfico.


En el combate al narcotráfico, Estados Unidos impulsó tres estrategias de combate a la oferta: la eliminación de las fuentes de producción, mediante la erradicación de cultivos y la destrucción de laboratorios; la interdicción de cargamentos de droga que pretendían entrar al territorio estadounidense y el mecanismo de la certificación. En abril de 1986 el presidente Ronald Reagan firmó la Directiva Presidencial número 221, en la que declaró a las drogas ilegales como una amenaza letal a la seguridad estadounidense y amplió el papel de los militares en la lucha antinarcóticos. Meses después, el Congreso de los Estados Unidos aprobó una legislación mediante la lnternational Narcotics Control Act de 1986 que estableció la certificación. La ley requiere que el presidente prepare una lista de los principales países productores y de tránsito de drogas y conceda o no la certificación que es como una constancia de comportamiento adecuado a sus intereses y políticas82. Se trata de un instrumento propio de la diplomacia coercitiva, junto con el condicionamiento al apoyo en los organismos multilaterales, el apoyo a sus economías con políticas de aranceles o de ayudas económicas, el apoyo en armamento y consejeros militares.


Además de los instrumentos mencionados de combate al narcotráfico, la política de Estados Unidos tomó un nuevo impulso a comienzos de la década de 1990. Durante la presidencia de George H. Busch (1989-1993) se impulsó la Iniciativa para las Américas y uno de sus componentes centrales fue la expansión del narcotráfico, por lo que Estados Unidos incrementó el apoyo a Colombia, Bolivia y Perú para el combate al narcotráfico. Esto tuvo como antecedente el cierre de la década de 1980 con la invasión a Panamá. Con el pretexto de remover a Noriega del poder y bajo la presidencia de George Busch (1989-1993) fue invadió este pequeño país y Manuel Noriega, exagente de la CIA, fue capturado y trasladado la Florida en donde fue juzgado y condenado en 1992 a cuarenta años de cárcel por narcotráfico por sus relaciones con el “cartel de Medellín” (en 2010 también fue condenado en Francia por el mismo delito de blanqueo de capitales del narcotráfico).


Durante los dos gobiernos de finales de la década de 1980 (Virgilio Barco, 1986-1990) y de comienzos de la década de 1990 (César Gaviria, 1990-1994), con las transiciones hacia la democracia consolidadas en toda Sudamérica se aplicaron las políticas de ajuste estructural de corte neoliberal también auspiciadas por los organismos multilaterales del banco Mundial y del Fondo Monetario Internacional. En el país continuó la expansión el narcotráfico y la consolidación de las OTD de Medellín y Cali y de otras menores distribuidas por varias regiones del país. Las principales guerrillas se fortalecieron y las organizaciones paramilitares se expandieron, todas alimentadas por los recursos del narcotráfico. La década se cerró con acciones de violencia inéditas, como el asesinato de tres candidatos a la presidencia en las elecciones de 1990: Luís Carlos Galán, del Partido Liberal (agosto 18 de 1989), Bernardo Jaramillo Ossa, del partido de izquierda Unión Patriótica (marzo 22 de 1990) y Carlos Pizarro Leongómez, del partido creado por la exguerrilla Alianza Democrática M-19 (abril 26 de 1990) y los últimos asesinatos de la Unión Patriótica, partido político sometido a un sistemático exterminio producto de la alianza entre narcotráfico, paramilitarismo y agentes estatales. Década de 1990. Democratización con conatos de golpes militares.


Desde la década de 1990 ya no se dieron golpes militares en Sudamérica y aunque hubo varios conatos, estos no prosperaron: las tres condiciones asociadas a los golpes militares se modificaron. Si bien las dictaduras de Augusto Pinochet en Chile y de Alfredo Stroessner en Paraguay se mantuvieron hasta 1989, en la primera mitad de la década de 1980 empezaron las transiciones hacia la democracia y para 1985, los demás países tenían gobiernos civiles. La nueva década comienza sin dictaduras, producto de un complejo proceso de transiciones democráticas.


En cuanto a D, ahora es D’, modificada. En toda la región se mantienen las tensiones sociales, se dan momentos de inestabilidad sociopolítica de alta intensidad y disputas inter-élites, pero estas ya no constituyen una condición coadyuvante de quiebres democráticos. La década de 1980 fue especialmente crítica para la economía del subcontinente y en los siguientes años no se logró la recuperación83
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Juan José Torres
(1970-1971)

Hugo Banzer Sudirez
(1971-1978)

Juan Pereda Azbiin
(1978)

David Padilla Arancibia
(1978-1979)

Walter Guevara Arce
(1979)

Luis Garcia Mesa
(1980-1981)

Ramoén Castro Jipon
(1963-1966)

Guillermo Rodriguez Lara
(1972-1976)

Alfredo Poveda Burbano
(1976-1979)

Ricardo Pérez Godoy
(1962-1963)

Juan Velasco Alvarado
(1968-1975)

Francisco Morales Bermiidez
(1975-1980)

Presidentes designados por las Fuerzas
Militares en el periodo entre 1973-1985:
Aparicio Méndez

(1976-1981)

Gregorio Alvarez

(1981-1985)

Alfredo Stroessner
(1954-1989)

Andrés Rodriguez Pedotti
(1989)

Augusto Pinochet
(1973-1989)
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Condiciones

Casos contribuyentes. S
D M EU GM

Bolivia
(1964/69; 1969/70; 1970/71; 1971/78; 1978/79; 1979 D M  EU GM
1980-81)
Ecuador
(1963/66; 1972/76; 1976/79) D M EU GM
Perti
(1962-1963; 1968/75; 1975/80) D M EU oM
Argentina
(1966/70; 1976 hasta 1983) D M EU GM
Brasil
(1964 en el poder hasta 1985) D M EU GM
Paraguay
(1954-1989; 1989) D M EU oM
Uruguay
(1976-hasta 1985) D M EU oM
Chile
(1973-1989) D M EU GM
Venezuela
(décadas 1960-1980) d m EU am
Colombia
(décadas 1960-1980) D m EU am
GM=Golpe militar
D=Deterioro institucional e inestabilidad sociopolitica de alta intensidad

a disposicion de los militares a intervenir en la esfera politica
[EU=Disposicion de Estados Unidos para apoyar o incluso propiciar golpes de Estado
*Las mindsculas indican ausencia





